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Resumen: El artículo analiza el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo 
(OIT) en atención a la cuestión de los derechos económicos de los pueblos indígenas. Se toma 
como premisa la pobreza en la cual se mantienen los pueblos indígenas. Con base en esto, se 
examinan los siguientes aspectos relacionados con los derechos económicos: la ambigüedad 
en la formulación de dichos derechos; la concepción de los pueblos indígenas como agentes 
pasivos, el significado difuso de los derechos económicos, su concepción a partir del criterio 
de subsistencia, los límites de la consulta previa, y el derecho al empleo. A manera de conclu-
sión se pone de manifiesto el problema de la formulación equívoca y remedial de los derechos 
económicos.
Palabras clave: Convenio 169, OIT, derecho internacional, derechos económicos, pobreza, 
pueblos indígenas.

Abstract: The article analyzes The International Labor Organization (ILO) Convention 169 
in attention to the issue of the economic rights of indigenous peoples. The poverty in which 
the indigenous peoples remain is taken as a premise. Based on this, the following aspects 
related to economic rights are examined: ambiguity in the formulation of said rights; the 
conception of indigenous peoples as passive agents; the diffuse meaning of economic rights; 
its conception from the subsistence criterion; the limits of prior consultation; and the right to 
employment. By way of conclusion, the problem of the equivocal and remedial formulation of 
economic rights is revealed.
Key words: Convention 169, ILO, international law, economic rights, poverty, indigenous 
peoples.

Résumé: L’article analyse la Convention 169 de L’organisation Internationale du Travail 
(OIT) en se concentrant sur la question des droits économiques des peuples autochtones. 
La pauvreté dans laquelle vivent les peuples autochtones est prise comme prémisse. Sur 
cette base, les aspects suivants liés aux droits économiques sont examinés: ambiguïté dans la 
formulation de ces droits; la conception des peuples autochtones comme des agents passifs; 
la signification diffuse des droits économiques; sa conception à partir du critère de subsis-
tance; les limites de la consultation préalable; et le droit à l’emploi. En guise de conclusion, 
se pose le problème de la formulation équivoque et réparatrice des droits économiques.
Mots-clés: Convention 169, OIT, droit international, droits économiques, la pauvreté, 
peuples autochtones.
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I. Introducción

El objetivo del presente texto consiste en analizar y evaluar la cuestión del 
derecho económico de los pueblos indígenas a la luz del derecho interna-
cional que se ha ocupado de dichos pueblos. Específicamente se considerará 
el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT). Para 
ello, se parte de un hecho que ha sido ampliamente reconocido, esto es, la 
pobreza en la cual se encuentra la población indígena de América Latina. 
En tal sentido, se toman en cuenta las declaraciones donde se señala el 
incumplimiento de los acuerdos internacionales que han suscrito diversos 
Estados sobre la población indígena. Una pregunta que cabe hacer frente a 
esta realidad es la de saber las razones que explican el incumplimiento de 
esos derechos a pesar de que están previstos no solamente en los textos 
de alcance internacional, sino también en diversas Constituciones.1

Se pueden esgrimir diversas razones con el fin de dar cuenta de esta 
situación. Una de ellas, quizá la más importante, es el incumplimiento de 
las políticas públicas previstas en las normas constitucionales, dirigidas a 
promover el desarrollo integral de los pueblos indígenas. Junto a ello cabe 
destacar, por ejemplo, que algunos Estados han participado de diversas ma-
neras en la economía extractivista que ha tenido como resultado el deterio-
ro de la posesión y uso de los territorios indígenas donde se ha instalado, 
por ejemplo, la explotación petrolera o minera.2

 Estas razones han sido ampliamente conocidas y debatidas, del mismo 
modo como se han examinado las diversas causas históricas, económicas, 
sociales y culturales que explican el estado de pobreza al que han llegado los 
pueblos indígenas desde la colonización. No obstante, suelen tomarse como 
buenos los acuerdos internacionales que han sido asumidos con carácter 
vinculante por diversos países.3 Sin embargo, el análisis del Convenio 169 

1   ONU, Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas, 
2007, disponible en: https://www.un.org/esa/socdev/unpfii/documents/DRIPS_es.pdf.

2   Burchardt, Hans Juger et al., Neoextractivismo tras el boom de las materias primas. Quito, 
Universidad Andina Simón Bolívar, 2016, pp. 78 y 79.

3   Guerrero Jareño, Rocío, “Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (núm. 
169)”, Revista Internacional y Comparada de Relaciones Laborales y Derecho del Empleo, vol. 7, 
núm. especial de conmemoración del Centenario de la OIT, 2019, 1260-1273, disponible en: 
http://ejcls.adapt.it/index.php/rlde_adapt/article/view/790/1005.
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permite mostrar que existen importantes limitaciones sobre el derecho in-
dígena que se mantienen hasta hoy y que no han sido examinadas en algunos 
aspectos fundamentales.

 Se podría afirmar, no obstante, que suele haber una inevitable distancia 
entre la norma y el hecho, vale decir, entre las declaraciones y la constitu-
ción efectiva de la realidad. Se trata de un fenómeno universal que estaría 
reforzado desde el momento en que se privilegian las formas por encima 
del contenido, con el riesgo de hacer de ellas el ámbito a través del cual se 
pretende dar cuenta de la realidad. Sin embargo, el problema que se intenta 
analizar aquí no es la voluntad o la negligencia que da lugar al incumpli-
miento, o el formalismo del discurso. Se parte, antes bien, de la hipótesis 
de que, en el marco del derecho internacional, los derechos económicos de 
los pueblos indígenas están enunciados de un modo equívoco y remedial 
que tiende a colocarlos en un lugar subalterno que afecta precisamente 
su aplicabilidad. Se buscará mostrar esto con el examen del articulado del 
citado Convenio 169. Para ello, como premisa se parte del problema de la 
pobreza, confirmado precisamente por la OIT.

II. La pobreza extrema de la población indígena

En uno de sus más recientes documentos, la OIT ha puesto de manifiesto 
que su ya larga iniciativa destinada al establecimiento de la justicia social 
está relacionada con su interés por el mejoramiento de las condiciones de 
vida de los pueblos indígenas. En este sentido, se hace mención del Conve-
nio 169 considerado como “el único tratado legalmente vinculante sobre la 
cuestión”.4 Bajo el espíritu de dicho convenio, la OIT señala que ha reali-
zado estudios cualitativos y cuantitativos sobre la condición de los pueblos 
indígenas y destaca su interés por superar las injusticias y la invisibilidad 
que han afectado a dichos pueblos. En tal sentido, valga destacar algunos 
aspectos de dicho informe.

Se señala, por ejemplo, que el problema de la informalidad laboral en 
América Latina viene afectando de un modo considerable a los pueblos in-

4   OIT. Organización Internacional del Trabajo, Aplicación del Convenio sobre Pueblos Indíge-
nas y Tribales No. 169 de la OIT. Hacia un futuro inclusivo, sostenible y justo, Suiza, Ediciones OIT, 
2019, p. 5.
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dígenas.5 El informe claramente se refiere a un alto porcentaje (45%) de 
esta población que ha salido de sus territorios para poder subsistir.6 Quizá 
lo más significativo de dicho informe es que, con base en las cifras que ofre-
ce, se concluye que la pobreza es uno de los factores especialmente visibles 
en la población indígena, mucho más que el que se puede apreciar en el 
resto de la población.7

Llama la atención que una vez hechos estos señalamientos, en el documen-
to de la OIT se plantean diversos modos de afrontar este problema, entre los 
cuales el primero consiste en “promover la ratificación y la implementación 
del Convenio 169”.8 Valga poner de relieve entonces que ante los graves pro-
blemas que han afectado a la población indígena, se invoca un instrumento in-
ternacional que tiene treinta años de vigencia, durante los cuales han existido 
sucesivos intentos de aplicación. Se observa que se sigue tomando como bue-
no el texto del Convenio, a pesar de las diversas críticas que se le han hecho.9

Cabría plantear que el problema de la aplicabilidad del citado Convenio 
no solamente tiene que ver con la voluntad legislativa o con las políticas 
públicas, sino también con su concepción. De allí que el problema de su 
aplicación pueda también tener como motivo la formulación misma de los 
derechos de los pueblos indígenas, específicamente los de alcance económi-
co, con las contradicciones históricas y culturales que ello supone.10

5   Ibidem, p. 16.
6   Ibidem, p. 19.
7   Ibidem, pp. 20 y 21.
8   Ibidem, p. 25.
9   Véanse, por ejemplo, las críticas de Iturralde Guerrero, Diego A, “Pueblos indígenas, 

derechos económicos sociales y culturales, y discriminación”, Revista IIDH. Instituto Intera-
mericano de derechos humanos, UNAM, 2002, 39 (38), pp. 233-256; Calí Tsay, José Francisco, 
“Notas sobre el Convenio 169 y la lucha contra la discriminación”, en Aylwin, José y Tam-
burini, Leonardo (coord.), Convenio 169 de la OIT. Los desafíos de su implementación en América 
Latina a 25 años de su aprobación, Copenhague, IWGIA, 2014, pp. 28-44; Larsen, Peter. B, “La 
«nueva ley de la selva»: el desarrollo, los derechos indígenas y el Convenio 169 de la OIT 
en América Latina”, International Development Policy, 2016, 7.2. disponible en: http://poldev.
revues.org/2247, o el testimonio de la situación de los derechos de los pueblos indígenas, por 
ejemplo, en Ecuador, tal como lo ha hecho la ONU, (2018). Declaración de Fin de Misión 
de la Relatora Especial de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, 
Victoria Tauli-Corpuz al finalizar su visita a Ecuador. 2018 disponible en: https://www.ohchr.
org/SP/NewsEvents/Pages/DisplayNews.aspx?NewsID=23864&LangID=S.

10   Cabe destacar el siguiente pasaje donde se señala que a través de diversos instrumentos 
normativos internacionales “Los pueblos indígenas… quedaron en una situación jurídica am-
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Dada la importancia histórica que tiene el Convenio 169 de la OIT, y al 
tomar entonces en cuenta la vigencia que se le atribuye, se plantea a con-
tinuación la tarea de realizar su análisis y evaluación, no en atención a los 
aciertos, desaciertos u omisiones que se han puesto de relieve al tratar de 
llevarlo a la práctica, sino al tomar en cuenta su formulación misma consi-
derando los textos dedicados específicamente a la cuestión económica.

III. El problema de la determinación de los derechos 
económicos de los pueblos indígenas 

en el Convenio 169 de la OIT

1. La ambigüedad del derecho económico

En el marco de las consideraciones generales previas al articulado del Con-
venio 169 de la OIT se hace referencia a la cuestión económica cuando se 
plantea el reconocimiento de “las aspiraciones de esos pueblos a asumir 
el control de sus propias instituciones y formas de vida y de su desarrollo 
económico y a mantener y fortalecer sus identidades …dentro del marco 
de los Estados en que viven”.11 Si se toma en cuenta que la OIT en 2019 
ratifica la vigencia del Convenio 169, cabría plantear si en este momento 
de su historia los pueblos indígenas han logrado hacer valer la aspiración de 
asumir sus propias instituciones.

Cabe, en principio, advertir que esta consideración de la OIT, ratificada 
en 2019, es un señalamiento que contrasta notablemente con las cifras y la 
evaluación que ha hecho este organismo de la situación de los pueblos indí-
genas. Es necesario advertir que no se pretende desconocer, por ejemplo, la 
lucha que han librado históricamente los pueblos indígenas por su reconoci-
miento. De hecho, baste recordar, por ejemplo, las diversas manifestaciones 
que se produjeron en Ecuador en octubre de 2019 a raíz de algunas medidas 

bigua, indefinida y no pocas veces contradictoria”. Cfr. Bengoa, José, “Potencialidades y limi-
taciones del derecho internacional sobre (o de) los pueblos indígenas”, Revista Antropologías 
del Sur, 2017, 4 (7), p. 266.

11   OIT, Organización Internacional del Trabajo, Convenio núm. 169 de la OIT sobre Pueblos 
indígenas y tribales, edición conmemorativa, Lima, OIT, 2014, p. 16.
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económicas anunciadas por el gobierno, que dieron lugar a una grave repre-
sión, así como a la afectación de los derechos humanos.12

Allí se evidenció, una vez más, la capacidad de lucha de las organizacio-
nes indígenas. Pero ello no significa que esa capacidad haya sido suficiente 
a lo largo del tiempo para que dichos pueblos asumieran el control de sus 
propias instituciones y formas de vida, así como su desarrollo económico. 
Si se consideran las demandas que las organizaciones indígenas plantearon 
en ese momento, se puede observar que se trataba de una respuesta a las 
pretensiones del gobierno de aplicar medidas de corte neoliberal auspi-
ciadas por el Fondo Monetario Internacional que afectaban sensiblemente 
la capacidad adquisitiva de los más pobres. De allí que sea importante no 
confundir una acción política de masas que surgió como reacción legítima 
ante una medida gubernamental, con el esfuerzo orgánico y sostenido que 
supone la idea del autocontrol institucional, económico-social y cultural 
por parte de los pueblos indígenas.

Llama la atención que en otra de las consideraciones del Convenio 169 
se pone de manifiesto que los pueblos indígenas han visto afectadas las con-
diciones que permitirían alcanzar las aspiraciones antes mencionadas. En 
efecto, se señala que se ha observado que en muchas partes del mundo los 
pueblos indígenas “no pueden gozar de los derechos humanos fundamen-
tales en el mismo grado que el resto de la población de los Estados en que 
viven y que sus leyes, valores, costumbres y perspectivas han sufrido a me-
nudo una erosión”.13

Se puede entonces observar que entre el Convenio 169, suscrito en 
1989, y el informe de la OIT, presentado en 2019, no existen diferencias 
significativas respecto a la evaluación de las condiciones de los pueblos indí-
genas. La pobreza destacada en el informe 2019 es un indicador fundamen-
tal del deterioro que ya se indicaba en el Convenio de 1989 y que tiende 
a afectar las condiciones de vida, las instituciones, las costumbres y espe-
cialmente las expectativas que puedan plantearse los pueblos indígenas. Se 
debe reconocer el esfuerzo y las diversas iniciativas que ha tomado la OIT 
para establecer consensos y ofrecer estrategias frente a este problema. Pero 

12   Varios autores, Alianza de Organizaciones por los Derechos Humanos, Verdad, Justicia 
y reparación. Informe de verificación sobre DDHH. Paro Nacional y levantamiento Indígena, Quito, 
INRED, 2019, pp. 14-77.

13   OIT, Organización Internacional del Trabajo, Convenio 169…, cit., p. 17.
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ello no significa que no puedan existir dificultades en el seno mismo de los 
instrumentos que se han suscrito; vale decir, que no existan problemas en la 
concepción y formulación de los derechos de los pueblos indígenas. Entre 
ellos, especial atención merece la manera como se han considerado los de-
rechos económicos.

El problema que se observa en el articulado del Convenio 169 tiene que 
ver precisamente con el significado y alcance que se le atribuye a los dere-
chos económicos de los pueblos indígenas. En la parte I, donde se expone la 
política general del Convenio 169, se señala que “los gobiernos deberán… 
proteger los derechos de los pueblos indígenas y garantizar el respeto de su 
integridad”.14 Y para ello se presentan algunas medidas como las siguientes: 
que se promueva “la plena efectividad de los derechos sociales, económicos 
y culturales de esos pueblos, respetando su identidad social y cultural, sus 
costumbres y tradiciones, y sus instituciones”.15

Aquí puede observarse que el derecho económico, fundamental como se 
sabe, para el desarrollo de la humanidad, tal como lo han planteado desde 
diversas perspectivas Smith o Marx, queda diluido en el marco de la for-
mulación de una medida que lo incluye todo.16 Por lo menos a esta altura 
del Convenio no aparece la importancia medular del derecho económico, 
aun cuando se utiliza la respectiva expresión.17 No se trata de hacer valer 

14   OIT, Organización Internacional del Trabajo, Convenio 169…, cit., artículo 1o, p. 21.
15   Ibidem, artículo 2.1, p. 22.
16   Smith, Adam, La riqueza de las naciones, Madrid, Alianza Editorial, 2011; Marx, Karl, 

El capital, Madrid, Akal, 2000. Se podría objetar que el derecho económico de los pueblos 
indígenas no ha de ser considerado a partir del desarrollo del capitalismo, cuyas bases de 
legitimación y de crítica se remontan a las obras de Smith y Marx. No obstante, es necesario 
tomar en cuenta que el interés por el reconocimiento de dichos pueblos a través de organis-
mos internacionales se inició a comienzos del siglo XX y se ha fortalecido hasta el presente 
en el contexto del desarrollo del capitalismo. Aun así, se podría advertir que el derecho 
económico de los pueblos indígenas no necesariamente debe considerarse desde la lógica 
del capitalismo. Y si bien esta advertencia tiene sentido, es necesario reconocer que diversos 
intentos de reconocimiento de los pueblos indígenas se han llevado a cabo en el contexto del 
debate sobre distintas perspectivas asociadas al desarrollo económico (Unceta, Koldo, “De-
sarrollo alternativo, alternativas al desarrollo y buen vivir: elementos para el debate”, Papeles 
de relaciones ecosociales y cambio global, núm. 128, 2015, p. 29).

17   La formulación de dichos derechos en el marco del derecho internacional fue formu-
lada en la segunda mitad del siglo XX (Pacto Internacional de derechos económicos, Sociales 
y Culturales, 1966). Como puede observarse, en diversos textos dedicados a los pueblos 
indígenas se suele hablar de sus derechos económicos en el marco de una declaración con un 
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una mirada economicista de los pueblos indígenas. Lo social, lo cultural y lo 
histórico son igualmente aspectos esenciales. Pero si se toma en cuenta que 
el desconocimiento de los pueblos indígenas ha sido especialmente visible 
a través de la desigualdad económica y la pobreza que les ha afectado y que 
diversas instituciones han reconocido, entonces puede sostenerse que el 
derecho económico no es un aspecto menor.

Lo anterior se puede plantear de otra manera. Si bien el reconocimiento 
cultural, social, institucional e histórico de los pueblos indígenas es funda-
mental para que exista autonomía e integridad en el desarrollo de dichos 
pueblos, y si bien ese reconocimiento puede ser una fuente muy importan-
te para evitar su marginación, no es aconsejable subestimar la importancia 
de la economía, pues todo esfuerzo de reconocimiento social y cultural 
que se emprenda es inútil o limitado si no se toman en cuenta los niveles 
de desigualdad económica y pobreza. De no ser así, el reconocimiento no 
pasa de ser una declaración de principios, una exhortación o un enunciado 
retórico que, quizá, en definitiva, es una forma sutil de desconocimiento. 
Se puede sostener que, así como no existe desigualdad económica sin el 
desconocimiento social y cultural, este desconocimiento no se habría de-
sarrollado hasta sus extremos si no se hubiesen afectado las condiciones 
económicas de los pueblos. Lo económico junto a lo social y lo cultural son 
ejes a través de los cuales se va tejiendo la historia de los pueblos.

Es cierto que en el artículo 2o. del Convenio se hace énfasis en la des-
igualdad cuando se señala que se debe promover la eliminación de “las dife-
rencias socioeconómicas que puedan existir entre los miembros indígenas 
y los demás miembros de la comunidad nacional”.18 Se trata, ciertamente, 
de una medida justificada, pero que, como se sabe, no ha encontrado su 
realización en la vida de los pueblos indígenas y, por el contrario, se ha vis-
to cada vez más negada por la contundencia de las cifras y los hechos. Esta 
circunstancia no solamente puede ser vista bajo el criterio de la distancia 
que suele existir entre las normas y los hechos, sino también al considerar 
un aspecto crucial relacionado con el significado y alcance de los derechos 
socioeconómicos que se mencionan en la norma citada.

contenido más amplio, denominada DESC (derechos económicos sociales y culturales) que 
tiene como orientación común la de concebir dichos derechos de un modo genérico que suele 
dar lugar a la discriminación (Iturralde, Pueblos indígenas…, cit., p. 242).

18   OIT, Organización Internacional del Trabajo, Convenio 169…, cit., artículo 2.1, pp. 22 
y 23.
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Cuando se dice que se deben eliminar las diferencias socioeconómicas 
que afectan a los pueblos indígenas respecto a los demás miembros de un 
Estado, teniendo presente las aspiraciones y formas de vida de los pueblos 
indígenas, no se contribuye necesariamente a precisar los alcances de la me-
dida planteada. Cabría decir, en este sentido, que existen ambigüedades en 
esta formulación, pues, por un lado, se sostiene que el mejoramiento de las 
condiciones socioeconómicas de los pueblos indígenas debe ser equivalente 
al resto de la sociedad, y, por otro lado, se señala que dicho mejoramiento 
ha de ser compatible con las aspiraciones y formas de vida de los pueblos 
indígenas.

La ambigüedad se produce porque “las condiciones socioeconómicas” y 
“las aspiraciones y formas de vida” de los pueblos indígenas no son iguala-
bles a las del resto de la sociedad. La ambigüedad desaparecería si se llegara 
a sostener que, junto a las condiciones socioeconómicas, también las “aspi-
raciones y formas de vida” son equivalentes para todos. Pero, como se sabe, 
esto no es así, pues se trata de procesos histórico-culturales distintos: el 
occidental, que supone el máximo desarrollo del capitalismo y el dominio e 
intervención de la naturaleza, y el de los pueblos indígenas, que supone una 
relación de equilibrio y armonía con el orden natural. Si no se tiene pre-
sente esta asimetría, entonces no existe claridad respecto a cuáles son las 
mejores condiciones socioeconómicas de los pueblos indígenas. Esto pone 
de manifiesto que el Convenio toma como punto de partida la igualación de 
situaciones históricas asimétricas.19

Cabría preguntar en este sentido si el Convenio 169 de la OIT logra su-
perar efectivamente la concepción asimilacionista de los pueblos indígenas 
contenida en el Convenio 107 de 1957.20 Si se toma en cuenta el diagnós-
tico que hizo la OIT en 2019 sobre la situación de los pueblos indígenas y 

19   Una visión global de este problema se encuentra en Sousa Santos, Boaventura de, “Más 
allá del pensamiento abismal: de las líneas globales a una ecología de saberes”, en Sousa San-
tos, Boaventura de y Meneses, María Paula (eds.), Epistemologías del Sur (perspectivas), Madrid, 
Akal, 2014, pp. 21-66.

20   OIT, Organización Internacional del Trabajo (1957), Convenio núm. 107 sobre Pobla-
ciones Indígenas y Tribales, disponible en: https://www.ilo.org/dyn/normlex/es/f?p=NORML
EXPUB:12100:0::NO:12100:P12100_INSTRUMENT_ID:312252:NO. Sobre las motivaciones 
que llevaron a la OIT a la modificación del convenio 107 y la aprobación del Convenio 169, 
cfr. Aylwin, José y Tamburini, Leonardo, Convenio 169 de la OIT. Los desafíos de su implementación 
en América Latina a 25 años de su aprobación, Copenhague, IWGIA, 2014, p. 8.
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tribales, se podría pensar en la posibilidad de que, por la vía de los hechos, 
en este caso, al tener en cuenta las condiciones de deterioro de los pueblos 
indígenas, se habría producido, a fin de cuentas, una experiencia de asimi-
lación que supone el quiebre y desconocimiento de pueblos cada vez más 
marginados.

2. Los pueblos indígenas vistos como agentes pasivos en atención 
a los derechos económicos

Un aspecto que debe tomarse en cuenta es que el sujeto al cual se le atri-
buyen obligaciones o deberes respecto a los pueblos indígenas es al respec-
tivo Estado-nación. En principio se puede sostener que esta es una manera 
razonable y jurídicamente correcta de plantear la defensa de los derechos 
de dichos pueblos. Sin embargo, cabe hacer notar que, en atención a sus 
derechos, los pueblos indígenas son considerados en una situación pasiva, 
es decir, se les reconocen sus derechos, pero el que debe tomar las medidas 
para su cumplimiento es el Estado. Esto se puede plantear de otra manera: 
el cumplimiento del derecho se activa no a partir de la iniciativa de los 
pueblos indígenas, sino de la iniciativa que adopte el Estado para que dichos 
derechos sean efectivos.

En este sentido, véase, por ejemplo, la disposición que señala que “de-
berán adoptarse las medidas especiales que se precisen para salvaguardar 
las personas, las instituciones, los bienes, el trabajo, las culturas y el medio 
ambiente de los pueblos interesados”.21 En este caso se puede advertir que 
dos aspectos económicos explícitos, como los bienes y el trabajo, quedan 
sujetos a las medidas que tome el Estado. Valga al respecto señalar que si 
no se han tomado debidamente las medidas destinadas a proteger los de-
rechos económicos de los pueblos indígenas relacionados con los bienes y 
el trabajo,22 se podría, en principio, afirmar que el problema no está en las 
disposiciones del Convenio, sino en las políticas públicas del Estado. Pero 
debe advertirse que al tener el Estado el protagonismo político, jurídico e 
institucional para garantizar esos derechos, se pone de manifiesto, como 
se ha dicho, la condición de sujeto pasivo que se les atribuye a los pueblos 

21   OIT, Organización Internacional del Trabajo, Convenio 169…, cit., artículo 2.1, p. 24.
22   OIT, Organización Internacional del Trabajo, Aplicación del Convenio…, cit., p. 5.
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indígenas.23 Si bien el Convenio 169 representa un avance frente a la con-
cepción integracionista que buscaba asimilar los pueblos indígenas al perfil 
de la sociedad y la cultura occidental, tal como se reflejaba en el Convenio 
107, exhibe una posición proteccionista que se justificaría bajo la idea de 
tutelar a pueblos que habían sido discriminados e ignorados.

Ciertamente, se puede apreciar un avance significativo del Convenio 
169 respecto a la forma como tradicionalmente se había tratado a los pue-
blos indígenas, pero ello no significa que no se siga prolongando una mira-
da tutelar que afecta las posibilidades de que se haga efectiva la autonomía 
de los pueblos indígenas y que sus derechos no sean solamente fruto de las 
normas o de una concesión, sino de la libre iniciativa que le corresponde 
a dichos pueblos al considerar los privilegios inmanentes que les otorga su 
propia historia.

Si bien se han examinado y evaluado los avances que han tenido los 
pueblos indígenas en el ámbito del derecho internacional, no necesaria-
mente se debe llegar a la conclusión de que, por ejemplo, el Convenio 
169 de la OIT, en el marco de otras iniciativas jurídicas de alcance inter-
nacional “ha de suponer, sin duda, un avance significativo en el desarrollo 
progresivo del Derecho Internacional con miras al fortalecimiento de una 
regulación específica para el reconocimiento y protección de los pueblos 
indígenas”.24

La evaluación del avance del derecho internacional no solamente de-
penderá del cumplimiento de, por ejemplo, el Convenio 169 de la OIT, 
sino también de los supuestos historiográficos a partir de los cuales han 
surgido dichos convenios. La idea, por ejemplo, de la autonomía y la au-
todeterminación queda en suspenso en la medida en que no se atiendan 
las bases materiales y los supuestos culturales, así como las condiciones 
y aspiraciones que en materia económica tienen que ver con los pueblos 
indígenas. Se ha de tener en cuenta que el mencionado Convenio, dado su 
carácter internacional, tiene un alcance general, y corresponde al orden 

23   Se ha señalado, por ejemplo, que los pueblos indígenas no han sido sujetos primarios 
para la ley o, al menos, tal como ha sucedido en los dos últimos siglos han sido considera-
dos sujetos de segunda, lo que ha ratificado su posición de subordinación social, política, 
económica, cultural (Wray Espinosa, Alberto, “Justicia indígena: sus límites constituciona-
les”. Iuris Dictio, vol. 3, núm. 6, 2002, p. 50.

24   Ponte Iglesias, María Teresa, “Los pueblos indígenas ante el derecho internacional”. 
Agenda Internacional, vol. 10, núm. 20, 2004, p. 172.
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jurídico de cada país aplicarlo en términos legales y jurisprudenciales con-
forme al respectivo contexto histórico.

3. El significado difuso de los derechos económicos y la subordinación 
a la economía global

La pregunta por el significado y alcance del derecho económico de los 
pueblos indígenas sigue planteada en la medida en que no exista una for-
mulación explícita que se refiera a ello. Por ejemplo, en el artículo 7.1 del 
Convenio 169 se señala que “los pueblos interesados deberán tener el dere-
cho de decidir sus propias prioridades… y de controlar, en la medida de lo 
posible, su propio desarrollo económico, social y cultural”.25

 Este texto confirma la tendencia de referirse al desarrollo económi-
co junto al desarrollo social y cultural. Esta tendencia podría leerse, en 
principio, en un doble sentido. Aquel que lleva a pensar en la interrelación 
necesaria que ha de existir entre el desarrollo económico, social y cultural. 
O a la posibilidad de diluir la idea del desarrollo económico dentro de una 
formulación genérica que no permite comprender qué significa dicho de-
sarrollo, sobre todo si se tiene en cuenta que en el texto citado se plantea 
el deber de darle prioridad al desarrollo económico, social y cultural “en la 
medida de lo posible”.26

No hay lugar a duda de que esta expresión no clarifica, sino que más bien 
relativiza y hace impreciso el criterio mediante el cual se ha de evaluar el 
desarrollo. “En la medida de lo posible” podría en el fondo suponer una 
concepción que apunta más a los límites que a las posibilidades del desa-
rrollo. Quizá el mejor testimonio se encuentra en la experiencia misma 
de los pueblos indígenas, una experiencia donde se advierten mucho más 
los límites y las limitaciones que las posibilidades. Se podría admitir que la 
citada expresión es acertada, pero justamente en la medida en que parte de 
una realidad que históricamente ha estado limitada.

Si se da un paso más en esta dirección, el punto 2 del artículo 7o. podría 
representar el signo de la orientación económica pensada para los pueblos 
indígenas. Este artículo señala que “el mejoramiento de las condiciones de 

25   OIT, Organización Internacional del Trabajo, Convenio 169…, cit., artículo 7.1, p. 28.
26   Idem.
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vida y de trabajo y del nivel de salud y educación de los pueblos interesa-
dos… deberá ser prioritario en los planes de desarrollo económico global 
de las regiones donde habita”.27 Puede observarse aquí un giro radical en el 
tratamiento de la cuestión económica, pues luego de una formulación am-
bigua y genérica sobre los derechos económicos de los pueblos indígenas, 
en sus respectivos territorios, se pasa ahora a concebirlos como mano de 
obra de los proyectos económicos globales. Cabría preguntar qué significa 
“planes de desarrollo económico global” y cuál es el alcance geográfico del 
término “regiones”. Podría referirse, en principio, solamente a los terri-
torios donde habitan los pueblos indígenas. No obstante, los términos “re-
gión” o “regional” tienen en el lenguaje de las organizaciones internaciona-
les un alcance que va más allá del territorio del Estado-nación.28

Visto esto en su contexto histórico, se debe tomar en cuenta que a finales 
de los años ochenta, cuando se aprobó el Convenio, estaba en pleno apogeo 
la idea del desarrollo de un capitalismo global, como se sabe, más allá del 
Estado-nación, a cargo de empresas y corporaciones que se venían expan-
diendo en el mundo.29 Un ejemplo importante de esta iniciativa a nivel 
regional y de sus efectos en la población indígena fue el conocido Acuerdo 
Transpacífico de Cooperación Económica (TPP, por sus siglas en inglés), 
cuyos resultados no fueron en nada favorables a dicha población.

Valga destacar el estudio colectivo que se realizó sobre las consecuencias 
que ha tenido dicho acuerdo para la región transpacífica.30 El texto del pun-
to 2 del artículo 7o. antes citado ya planteaba que “los proyectos especiales 
de desarrollo para estas regiones deberán también elaborarse de modo que 

27   Ibidem, artículo 7.2, p. 28.
28   Valga destacar, a manera de ejemplo, que en la edición del Convenio 169 de la OIT el 

uso del término “regional” está referido a espacios geográficos que abarcan diversos países. 
Nótese que la edición de dicho texto estuvo a cargo de la Oficina Regional para América 
Latina y el Caribe (OIT, Organización Internacional del Trabajo, Convenio 169…, cit., p. 2). 
Véase también que en el documento de la OIT sobre “Pueblos indígenas y tribales. Fuentes de 
información” se hace referencia a las sucesivas reuniones de la “Reunión Regional Americana” 
que agrupa, como se sabe, a países de toda América (OIT, Organización Internacional del Tra-
bajo, Pueblos indígenas y tribales. Fuentes de información, serie: Bibliografías. Temáticas digitales, 
Lima, núm. 12, 2016, OIT, p. 13).

29   Carrillo García, Germán, “Triple revolución en Ecuador. Contradicciones de la 
economía política frente a la construcción de un Estado social”, Areas. Revista Internacional de 
Ciencias Sociales, núm. 39, 2019, p. 87.

30   Alwyn Oyarzún, José et al., El TTP y los derechos de los pueblos indígenas en América Latina, 
Lima, IWGIA, 2016, pp. 74 y 75.
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promuevan dicho mejoramiento”.31 El Convenio promovía entonces el me-
joramiento de la calidad de vida de los pueblos indígenas en atención a los 
planes de desarrollo económico global, y a su vez planteaba la necesidad de 
que los respectivos proyectos mejoraran dichas condiciones de vida.

En esta medida, el Convenio es coherente al plantear en el punto 3 del 
artículo 7o. el deber de que los gobiernos, junto a los pueblos indígenas, 
evalúen “la incidencia social, espiritual y cultural y sobre el medio am-
biente que las actividades de desarrollo previstas puedan tener sobre esos 
pueblos”.32 El Convenio plantea entonces la necesidad de que se evalúen y 
a su vez se tomen medidas destinadas a “proteger y preservar el medio am-
biente de los territorios que habitan”.33 En este caso, se trata de los planes 
de desarrollo que podrían afectar a los pueblos indígenas. A este respecto 
habría que hacer dos puntualizaciones.

En primer lugar, que la idea de desarrollo está concebida como una ini-
ciativa que no proviene de los pueblos indígenas, sino de instancias exte-
riores, nacionales o supranacionales que deben contar con la cooperación 
de dichos pueblos. Se podría afirmar que la iniciativa y el protagonismo 
económico presente en el Convenio, se le sigue atribuyendo a instancias 
externas o extrañas a los pueblos indígenas. Y de esta forma, se mantiene 
ambiguo y difuso el significado del derecho económico indígena. El aspecto 
fundamental que cabe destacar, en este sentido, es que más que un sujeto 
pasivo, el pueblo indígena aparece como objeto ante el cual sólo correspon-
de advertir que no se violen sus condiciones de vida.

Y, en segundo lugar, si se considera el contexto en el cual se elabora 
el Convenio 169, se puede suponer que los textos antes indicados tienen 
como origen los perjuicios de diverso tipo que han sufrido los pueblos in-
dígenas con la puesta en práctica de planes de desarrollo económico.34 Y 
quizá la mejor prueba de ello se encuentra en las diversas demandas que han 
planteado los pueblos indígenas, después de haberse suscrito el Convenio 
169, debido a la afectación de sus territorios y modos de vida.35

31   OIT, Organización Internacional del Trabajo, Convenio 169…, cit., artículo 7.2, p. 29.
32   Ibidem, artículo 7.3, p. 29.
33   Ibidem, artículo 7.4, p. 30.
34   Almeida, Ileana et al., Lautaro, Autonomía Indígena frente al Estado nación y a la global-

ización neoliberal, Quito, Abya-Yala, 2005, pp. 147 y ss.
35   Iturralde Guerrero, Diego A, “Demandas indígenas y reforma legal: retos y paradojas”, 

Alteridades, vol. 7, núm. 14, 1997, p. 83.
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4. El derecho económico reducido al derecho a la subsistencia

La parte II del Convenio 169, denominado “Tierras”, contiene artículos 
relacionados con este importante aspecto, donde se destaca, por ejemplo, 
la importancia cultural y espiritual que tienen las tierras para los pueblos 
indígenas. Del mismo modo, se plantea el deber de que “a los pueblos inte-
resados” se les reconozca “el derecho de propiedad y de posesión sobre las 
tierras que tradicionalmente ocupan”.36 Es importante subrayar que el de-
recho fundamental que se plantea sobre las tierras se refiere a la utilización, 
administración y conservación de sus recursos naturales.37

 Se puede sostener que el derecho económico de los pueblos indígenas 
en atención a las tierras corresponde a una concepción artesanal y limitada 
de la economía. Si se considera, por ejemplo, el artículo 23.1 del Conve-
nio, la orientación en ese sentido es elocuente, dado que se tornan más 
explícitos los derechos económicos relacionados con las tierras habitadas 
por los pueblos indígenas. Valga citarlo in extenso:

La artesanía, las industrias rurales y comunitarias y las actividades tradicionales 
y relacionadas con la economía de subsistencia de los pueblos interesados, como 
la caza, la pesca, la caza con trampas y la recolección, deberán reconocerse co- 
mo factores importantes del mantenimiento de su cultura y de su autosuficiencia 
y desarrollo económicos.38

Este artículo no plantea la reducción de los derechos económicos a la 
economía de subsistencia. No obstante, a lo largo del Convenio 169 no se 
va más allá de este significado. A lo sumo, se plantea el deber de que se le 
facilite a los pueblos una asistencia técnica y financiera “que tenga en cuenta 

36   OIT, Organización Internacional del Trabajo, Convenio 169…, cit., artículo 15.1, p. 
37. Conviene poner de relieve que el derecho a la propiedad de la tierra es un enunciado que 
si bien aparece un par de veces en el Convenio 169 (artículo 14.1 y 14.2), no tiene la con-
tundencia necesaria para contrarrestar la historia que, desde la Colonia, convirtió en difuso 
dicho derecho. Véase al respecto el estudio de Noejovich, Héctor, “La noción abstracta de 
propiedad en América: una visión desde los Andes”, Derecho PUCP, núm. 56, 2003, p. 1013.

37   OIT, Organización Internacional del Trabajo, Convenio 169…, cit., artículo 15.1, 
p. 37.

38   Ibidem, artículo 23.1, p. 51.
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las técnicas tradicionales y las características culturales de esos pueblos y la 
importancia de un desarrollo sostenido y equitativo”.39

Del mismo modo, la persistencia en la idea de la economía de subsisten-
cia se observa, por ejemplo, en el artículo 19, inciso a, donde se plantea que 
los programas agrarios nacionales deben beneficiar a los pueblos indígenas, 
por ejemplo, en cuanto a la asignación de tierras adicionales.40 Para ello, se 
toma como motivo fundamental que dicha asignación garantice una exis-
tencia normal en atención al crecimiento demográfico. La interrogante que 
de inmediato surge en este sentido es la de saber qué significa “existencia 
normal” referida a los pueblos indígenas.

Una lectura optimista podría llevar a pensar que se trata de garantizar los 
derechos económicos, culturales y sociales en un sentido integral, donde la 
normalidad de la existencia sea evaluada como tal por la misma población 
indígena. Mientras que una lectura pesimista, es decir, aquella que no tome 
en cuenta la concepción del mundo y de la vida que han desarrollado dichos 
pueblos, haría uso de la visión occidental, donde el capitalismo con alto 
sentido de la competencia fijaría el sentido de la normalidad.

Pareciera que la expresión “existencia normal” es una mera fórmula dis-
cursiva en el texto del Convenio. Sin embargo, precisamente lo que se pone 
en juego con este instrumento jurídico internacional, no solamente es la 
cuestión del derecho económico, pues se han podido apreciar las opaci-
dades y las lagunas que impiden concebir el significado y alcance de di-
cho derecho. Se podría decir que se pone en juego precisamente un asunto 
existencial que tiene que ver con la tradición, la identidad y sobre todo el 
destino de los pueblos indígenas en el marco de una economía que tiende a 
ser cada vez más global,41 tal como se evidencia en el derecho internacional 
económico.42

39   Ibidem, artículo 23.2, p. 52. Respecto a la tendencia a la reducción de las políticas 
públicas a la economía de subsistencia, son indicativas las reflexiones de Martínez Godoy, 
Diego, “Entre economía social y economía popular: confusiones y desaciertos políticos 
en el «Ecuador del Buen Vivir»”, Eutopía. Revista de Desarrollo Económico Territorial, núm. 7, 
2015, p. 154.

40   OIT, Organización Internacional del Trabajo, Convenio 169…, cit., artículo 19.a, p. 43.
41   Llama la atención que el Banco Mundial, al señalar que “la pobreza no es un rasgo 

natural de los pueblos indígenas, sino un subproducto de la prolongada historia de agresiones 
externas a sus valores y economías” (Banco Mundial, Latinoamérica indígena en el siglo XXI, 
Washington, D. C., Banco Mundial. Licencia: Creative Commons de Reconocimiento CC BY 
3.0 IGO, Banco Mundial, 2015, p. 58) plantee la necesidad de que dichos pueblos se inserten 
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42Se puede advertir que el derecho económico de los pueblos indígenas 
que ha de garantizar su existencia normal se mueve entre dos aguas. Por un 
lado, la concepción que lo reduce a la economía de subsistencia. Y por el 
otro, la economía global competitiva en la cual la economía de subsistencia 
no es un parámetro fundamental. Se aprecia así, a fin de cuentas, que, por 
ejemplo, la conexión entre derecho económico y existencia normal, más 
allá del Convenio, es un referente vacío de contenido y sujeto al poder eco-
nómico del más fuerte. Quizá no por casualidad se ha hablado del Convenio 
169 como una nueva “ley de la selva”.43

5. Los límites de la consulta previa o los límites reales del derecho económico

El Convenio 169 en su artículo 15.2 se refiere a dos aspectos fundamenta-
les relacionados con los territorios que habitan los pueblos indígenas. Por un 
lado, la decisión del Estado de explotar dichas tierras debido a la existencia 
de recursos naturales, y, por otro lado, el procedimiento de la consulta con 
el fin de que dicha explotación no sea perjudicial para estos pueblos. Se trata 
de una disposición que no ha sido cumplida debido a la tendencia estatal y 
global de obtener recursos minerales para diversos tipos de industrias, desde 
la petrolera hasta la tecnológica.44

en condiciones equitativas en el mercado, que es precisamente el contexto donde se han 
puesto de relieve sus vulnerabilidades.

42   Enríquez, David, “El derecho internacional económico. Apuntes para una crítica con-
temporánea”, Anuario Mexicano de Derecho Internacional, vol. VI, 2006, p. 271.

43   Por ejemplo, si bien Peter Larsen no trata de un modo explícito la cuestión de los 
derechos económicos, hace énfasis en la persistencia de las desigualdades, en las dificultades 
estructurales de la implementación del Convenio 169 y en la presencia de una cultura neo-
liberal. En sus comentarios finales se plantea la pregunta “¿De qué manera contribuye el 
Convenio 169 de la OIT al dilema postcolonial de los pueblos indígenas y al desarrollo bajo 
leyes internacionales?” (Larsen, “La nueva ley…, cit., p. 15).

44   Orellana, Marcos A, “Pueblos indígenas, minería y derecho internacional”, England, 
International Institute for Environment and Development (IIED), 2002; Wilhelmi, Marco 
Aparico, “Derechos y pueblos indígenas: avances objetivos, debilidades subjetivas”, Revista de 
Antropología Social, núm. 24, 2015, pp. 127-147; ONU, Declaración de Fin de Misión de la 
Relatora Especial de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, Victo-
ria Tauli-Corpuz al finalizar su visita a Ecuador, (2018), disponible en: https://www.ohchr.org/
SP/NewsEvents/Pages/DisplayNews.aspx?NewsID=23864&LangID=S.
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Puede observarse en el mencionado artículo que la consulta a los pue-
blos indígenas no les da derecho a impedir la intervención y el deterioro de 
sus tierras. Tan sólo se dice que “los gobiernos deberán establecer o man-
tener procedimientos con miras a consultar a los pueblos interesados, a fin 
de determinar si los intereses de esos pueblos serían perjudicados”.45 De tal 
modo que el derecho a ser consultado, si se sigue al pie de la letra este ar-
tículo, se convierte al fin y al cabo en una notificación, pues no se establece 
la posibilidad de que la consulta pueda impedir la decisión de explotar un 
territorio.46

En el citado artículo se señala que “los pueblos interesados deberán 
participar siempre que sea posible en los beneficios que reporten tales 
actividades”.47 En este caso, habría que hacer énfasis en la expresión “siem-
pre que sea posible”, que permite pensar precisamente en la posibilidad de 
que los pueblos indígenas no terminen siendo beneficiarios, sino más bien 
afectados por dichas actividades. No es casual que al final del artículo se 
diga que dichos pueblos, en el caso de que sean perjudicados, deberán “per-
cibir una indemnización equitativa”.48 Se puede afirmar que esta disposición 
final del artículo corresponde a un hecho cumplido o a un hecho por cum-
plirse, tal como lo demuestran las diversas experiencias que han existido.49

6. El derecho al empleo: un problema económico y social

Uno de los aspectos que más le compete a la Organización Internacional 
del Trabajo es la necesidad de lograr acuerdos sobre el derecho al empleo 
y al logro de las mejores condiciones que ello supone. No obstante, en el 

45   OIT, Organización Internacional del Trabajo, Convenio 169… cit; artículo 15.2, pp. 37 
y 38.

46   Rodríguez Garavito, César y Morris, Meghan (dir.), La consulta previa a pueblos indígenas: 
los estándares del derecho internacional, documentos, núm. 2, Bogotá, Universidad de los Andes, 
Facultad de Derecho, 2009, p. 25.

47   OIT, Organización Internacional del Trabajo, Convenio 169…, cit., artículo 15.2, pp. 
37 y 38.

48   Idem.
49   Courtis, Christian “Apuntes sobre la aplicación del Convenio 169 de la OIT sobre 

pueblos indígenas por los tribunales de América Latina”, Sur. Revista Internacional de Direitos 
Humanos, vol. 6, núm.10, 2009, p. 61.
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caso de los pueblos indígenas, a los cuales está dedicado el Convenio 169, 
paradójicamente se observa que ese es precisamente uno de los derechos 
más vulnerados. Ciertamente es deseable, tal como lo establece la parte III 
del Convenio, dedicada a la “Contratación y condiciones de empleo”, que 
se adopten un conjunto de medidas que permitan garantizar la protección 
de los trabajadores indígenas, evitar la discriminación de la que pudieran 
ser objeto, auspiciar el derecho de asociación, y evitar en general que estos 
trabajadores no queden sometidos a condiciones de desigualdad, tal como 
lo plantea el artículo 20.50

No obstante, se puede sostener, sin lugar a dudas, que en atención a este 
aspecto medular que le compete a la OIT, se observa una notable distancia 
entre el discurso y la realidad, entre la disposición y los hechos, en fin, en-
tre la buena voluntad y la historia efectiva. En este, como en otros casos, no 
se podría decir que la OIT ha pecado por omisión o que no ha contemplado 
aspectos fundamentales relacionados con la vida laboral de los indígenas. 
Aunque sí se podría afirmar que un derecho que puede formar parte de 
circuitos económicos nacionales e internacionales está sujeto mucho más a 
los privilegios y a los derechos de esos circuitos que a los derechos de los 
trabajadores indígenas.

El derecho internacional económico que toma tradicionalmente como 
referencia a los agentes económicos internacionales termina imponiéndose 
sobre las aspiraciones y las disposiciones de un convenio igualmente in-
ternacional, donde se aprecia que el tema económico está sujeto a incer-
tidumbres que no hacen posible su cumplimiento, debido, por ejemplo, al 
notable peso que tiene la tendencia a la informalidad laboral.51 Tal como se 
ha dicho antes, aparece aquí la contradicción o la superposición de derechos 
internacionales que benefician a unos actores y perjudican a comunidades 
que terminan mostrando sus debilidades y su condición de agentes pasivos, 
incluso bajo los términos del propio derecho que busca ampararlos.

 Es cierto que en la parte VII, artículo 32 del Convenio “Contactos y coo-
peración a través de las fronteras” se señala que los gobiernos deben brin-
darle a los pueblos indígenas la oportunidad de desarrollar los contactos y 

50   OIT, Organización Internacional del Trabajo, Convenio 169…, cit., artículo 20.1.2.3.4, 
pp. 44-48.

51   Sobre el peso del trabajo informal en Ecuador, véase Bonilla-Jurado, Diego, “El derecho 
al empleo informal y sus implicaciones socio-económicas en la economía ecuatoriana”, Pro 
Sciences: Revista de Producción, Ciencias e Investigación, vol. 3, núm. 27, 2019. p. 42.
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la cooperación internacional desde lo económico hasta lo social y espiritual. 
Sin embargo, esta breve disposición del Convenio, que podría considerarse 
como un paso favorable de apertura hacia la economía y la cultura transna-
cional, puede ser vista como una amenaza en la medida en que los contac-
tos y la cooperación supongan un desarrollo extremadamente desigual que 
haga imposible impedir una relación de supremacía y tutelaje proveniente 
del ámbito económico internacional.

IV. A manera de conclusión

A esta altura del análisis del Convenio se puede afirmar, sin lugar a dudas, 
que el significado y alcance del derecho económico de los pueblos indígenas 
está ligado a la experiencia de la economía de subsistencia y a los vínculos 
tradicionales que dichos pueblos han mantenido con la naturaleza. A propó-
sito de esto, es posible plantear un problema significativo sobre dichos pue-
blos a la luz del Convenio 169. Es cierto que se ha planteado de un modo 
categórico la necesidad de respetar sus tradiciones y costumbres materiales 
y espirituales, especialmente en atención al valor central que se le atribuye 
al vínculo armónico y de respeto a la naturaleza. Se trata de una reivindi-
cación cultural que tiende a reconocer la identidad y la autodeterminación 
de los pueblos indígenas considerados incluso como naciones dentro del 
Estado. Frente a la tendencia asimilacionista del Convenio 107, la OIT ha 
procurado promover la autonomía integral de los pueblos indígenas.

Sin embargo, el problema que se observa con las disposiciones vigentes de 
la OIT es que no está claramente contemplado un aspecto fundamental de la 
vida de los pueblos, de cualquier pueblo, relacionado con un desarrollo eco-
nómico tal que impida caer en niveles de pobreza y de deterioro tal como los 
que han afectado a la población indígena. En el Convenio se hace mención 
de la “importancia de un desarrollo sostenido y equitativo”.52 No obstante, 
no se contemplan las orientaciones ni las medidas para que ello sea así. Se 
trata de una omisión de mucha importancia debido a que en la época de 
la aprobación del Convenio y de sus respectivas ratificaciones posteriores, 
por ejemplo, en 2007, la economía seguía estando determinada cada vez 

52   OIT, Organización Internacional del Trabajo, Convenio núm. 169… cit., artículo 23.2, 
p. 52.
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más por el capitalismo global que supone un uso masivo de los recursos 
naturales, de tecnologías cada vez más sofisticadas al servicio de un sistema 
industrial y financiero extraño a las concepciones tradicionales que históri-
camente han cultivado los pueblos indígenas.53

 Aparece entonces así, en el Convenio 169, una suerte de contradicción 
relativa a la protección de la economía de estos pueblos, pues si en definiti-
va el criterio fundamental es el de la subsistencia, la esperanza de la soste-
nibilidad y la equidad en el contexto del Estado-nación y de la globalización 
de la economía, más que protección, daría lugar al aislamiento, el deterioro 
y la desigualdad, tal como, por ejemplo, en el caso ecuatoriano de finales 
del siglo XX, lo muestra Luciano Martínez.54 No se pretende decir que esta 
haya sido la intención del Convenio 169 en atención a los derechos econó-
micos, pero los hechos demuestran que esta visión limitada de dichos dere-
chos no está alejada de la experiencia que efectivamente ha tenido lugar en 
la historia de los pueblos indígenas. Cabría señalar que en la jurisprudencia 
nacional e internacional referida a los derechos económicos de los pueblos 
indígenas con base al Convenio 169 de la OIT, se aprecia que el enfoque de 
dichos derechos tiende a expresar lo establecido por el Convenio, sin que 
haya lugar para observaciones sobre las limitaciones que ha tenido dicho 
instrumento para una concepción más dinámica y protagónica de los pue-
blos indígenas en este aspecto fundamental de sus derechos.55

 En suma, ante las omisiones o dificultades que se observan en atención al 
significado y alcance de los derechos económicos de los pueblos indígenas, 
tal como aparecen en el Convenio 169 de la OIT, y considerando especial-
mente el hecho de que particularmente en materia económica se advierte 
una situación histórica dilemática y contradictoria que tiene como polos la 
economía de subsistencia y la economía globalizada, se plantea la necesidad 

53   Rodríguez Mir, Javier, “Los movimientos indígenas en América Latina. Resistencias y 
alteridades en un mundo globalizado”, Gazeta de Antropología, núm.24-2, 2008, p. 5.

54   Martínez, Luciano, “El campesino andino y la globalización a fines de siglo (una mirada 
sobre el caso ecuatoriano”, Revista Europea de Estudios Latinoamericanos y del Caribe, núm.77, 
2004, pp. 25-40.

55   Véase, al respecto, OIT, Organización Internacional del Trabajo, La aplicación del Con-
venio núm. 169 por tribunales nacionales e internacionales en América Latina. Una compilación de 
casos, Programa para promover el Convenio núm. 169 de la OIT (PRO 169), Departamento 
de Normas Internacionales del Trabajo, 2009, disponible en: https://www.ilo.org/wcmsp5/
groups/public/---dgreports/---gender/documents/publication/wcms_758297.pdf.
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de reexaminar y replantear la cuestión de la economía tal como ha sido 
concebida en el derecho internacional referido a los pueblos indígenas, con 
el fin de explorar vías y mecanismos que impidan el deterioro y la tendencia 
a la pobreza, sin que ello necesariamente suponga menoscabar el conjunto 
de derechos que históricamente tienen los pueblos indígenas en atención a 
su identidad, su autonomía y su autodeterminación frente al Estado-nación 
y a las tendencias económicas y culturales de la globalización.

 Se plantea, en definitiva, la necesidad de que el Convenio 169 de la OIT 
sea reformulado en atención al carácter sustantivo y a su vez progresivo que 
han de tener los derechos económicos de los pueblos indígenas. Ello supo-
ne, en principio, hacer valer dos aspectos fundamentales. Por un lado, hacer 
énfasis en la autonomía y en la autodeterminación de los pueblos indígenas 
de tal modo que la economía no sea vista tan sólo como medio de subsisten-
cia, y, por otro lado, poner de relieve que la sustentabilidad económica de 
dichos pueblos debe ser garantizada en el contexto cada vez más expansivo 
y agresivo de la economía global. En el fondo, se trata de asumir el reto de 
que los ajustes a la normativa existente sean un marco claro y categórico 
de orientación para que los mismos pueblos indígenas sean los principales 
protagonistas en la tarea de erradicar la pobreza que han venido padeciendo 
hasta hoy.
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